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SCI-627-2011
Comunicación de acuerdo 


	Para:
	Dr. Julio C. Calvo Alvarado, Rector 
Licda. Ana Lorena Cordero B, Jefa de Área 
Comisión Permanente Especial de Juventud, Niñez y Adolescencia
Asamblea Legislativa

	
	

	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico de Costa Rica 

	
Fecha:
	
25 de agosto del 2011

	
	

	Asunto:
	Sesión Ordinaria No. 2728, Artículo 11, del 25 de agosto del 2011. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de “Ley  de Prevención de la Violencia Sexual contra los niños/as y las personas adolescentes abusadas sexualmente”, Expediente No. 17.836




Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:


CONSIDERANDO QUE:


1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió correo electrónico con fecha 31 de julio del 2011, reenviado por el Dr. Julio Calvo Alvarado, Rector, dirigida a la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual la Comisión Permanente Especial de Juventud, Niñez y Adolescencia de la Asamblea Legislativa, solicita criterio sobre el Proyecto de “Ley de Prevención de la Violencia Sexual contra los niños/as y las personas adolescentes abusadas sexualmente”, Expediente No. 17.836; con el objetivo de darle el respectivo trámite.

2. Mediante oficio SCI-573-2011, del 04 de agosto de 2011, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Grettel Ortiz, Directora de la Oficina de Asesoría Legal y a la M.Sc. Ana Rosa Ruiz, Directora de la Oficina Equidad de Género, en el cual se les solicita emitir el respectivo criterio sobre el Proyecto de “Ley de Prevención de la Violencia Sexual contra los niños/as y las personas adolescentes abusadas sexualmente”.

3. La Secretaría del Consejo Institucional recibe oficio Asesoría Legal-384-2011, del 09 de agosto de 2011, suscrito por la M.Sc. Grettel Ortiz Álvarez, Directora de la Oficina de Asesoría Legal, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual emite el siguiente criterio:

“1. Valoración General:

A. La conformación de un Comité Interinstitucional tan amplio y representativo podría convertirse en un mecanismo de difícil manejo que entrabe la dinámica de tomar decisiones, en lugar de agilizarla.

B. No es la mejor técnica legislativa incluir entre los integrantes de ese Comité un Ministro que no existe, pues su Ministerio no ha sido creado (Art. 1, inciso i: Ministro de la Familia). En su caso, quien debería estar es la Directora del INAMU o su delegada.

C. El PANI es un órgano cuya competencia funcional es precisamente la prevención, atención y defensa de los derechos de las personas menores de edad (niñas, niños y adolescentes). Por criterios de oportunidad, de economía, de eficacia y de eficiencia, sería más conveniente dotar de mayores recursos humanos y financieros  al PANI y, si es necesario, ampliar sus competencias para que abarque con mayor precisión los aspectos de Prevención de la Violencia Sexual contra niñas, niños y adolescentes. El Proyecto implica duplicidad de funciones y debilita la figura del PANI, en lugar de fortalecerlo.

D. Las estadísticas muestran que una cifra significativa de abusos y de violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes, se da en el ámbito familiar y es cometida por parientes o amistades cercanas a la familia. Siendo un Proyecto de “Prevención” este factor debería estar muy presente, pero aparte de la mención al inexistente “Ministro de la Familia”, el tema queda invisibilizado en el Proyecto.

E. Las obligaciones que atribuye el Proyecto a las Municipalidades (art. 2 y art. 4 h.), no tendrán ninguna aplicación real en tanto no se dote a muchas municipalidades de recursos humanos, financieros y de capacitación para lograr los fines propuestos en el Proyecto. 

2. Violación a la autonomía universitaria:
l artículo 3, inciso h del Proyecto establece como una función del Comité, lo siguiente:

“Hacer recomendaciones sobre el contenido de la Cátedra de Educación para la Sexualidad que se impartirá en las Facultades de Ciencias Sociales, Salud y Educación…”

Aunque el artículo es recomendativo,  la obligación de las Universidades (incluidas las públicas) a impartir una cátedra de Educación para la sexualidad conlleva una clara violación a la autonomía universitaria.

Esta inaceptable violación resulta más clara en el artículo 12 del Proyecto que dice:

“Los establecimientos de educación media y superior deberán incluir en sus programas de estudio, con el propósito de coadyuvar a la prevención de las conductas de que trata la presente Ley, una Cátedra de Educación para la Sexualidad, en la cual se hará énfasis especial en el respeto a la dignidad y a los derechos de las personas menores.” (énfasis proveído)

En razón de nuestra especial autonomía, no se nos puede imponer la creación de una Cátedra, por más loable que sea la intención del legislador. 

4. Con fecha 17 de agosto de 2011, la Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio de la Oficina de Equidad de Género-110-2011, suscrito por la M.Sc. Ana Rosa Ruiz Fernández, Coordinadora de la Oficina de Equidad de Género, dirigido Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva, de la Secretaría del Consejo Institucional,  en el cual emite el criterio del Proyecto de Ley “Prevención de la violencia sexual contra los niños, niñas y personas adolescentes abusados sexualmente”; y que dice:
“Insumos para brindar respuesta a la consulta de la Comisión Permanente Especial de Juventud, niñez y adolescencia de la Asamblea Legislativa.

1. Se reconoce la necesidad existente de legislar en materia de la violencia sexual que sufren las personas menores de edad, y en este sentido, este  proyecto de Ley es pertinente ya que amplía los sistemas nacionales de protección para la  atención y prevención de esta violencia sexual en esta población.
2. El proyecto de Ley carece de un lenguaje inclusivo en la mayor parte de su texto
3. Se presenta poca claridad y coherencia en la especificidad de la categoría que se quiere atender con este proyecto de Ley. El título señala que se trata de un proyecto de “Prevención de la Violencia Sexual” dirigida a la población menor “abusados sexualmente”.
En este sentido parece que se está tomando el abuso sexual como un término para generalizar todas las manifestaciones de violencia sexual que pueden recibir las personas menores.   Sin embargo debe considerarse que existe una tipificación penal que establece una especificidad en lo que a abuso sexual se refiere y que podría estar dejando de lado otras manifestaciones de violencia sexual que sufre esta población, como por ejemplo la trata de menores y otras formas de explotación sexual comercial.    
Por lo que se infiere en la contextualización que se quiere abarcar un concepto amplio porque incluso se hace referencia al hecho de que Costa Rica es un país  que es presentado como un lugar de explotación sexual comercial de personas menores.
4. En el título del proyecto se señala únicamente el término de  la “prevención” sin hacer referencia a los sistemas de atención y ambos espacios deberían siempre estar vinculados en un proyecto de Ley de esta índole, sobre todo si se analizan las deficiencias de los sistemas de atención existentes.  Queda claro en el texto de la propuesta que se pretende también abarcar el área de atención pero no se especifica en el título.
En este sentido el título debería quedarse únicamente como “Prevención de la Violencia Sexual contra los niños, las niñas y las personas adolescentes” de manera que abarque toda la complejidad de la violencia sexual.
5. Áreas de acción del proyecto: Cabe señalar que debe hacerse una revisión muy cuidadosa sobre las competencias institucionales, ya que ya están definidas claramente las rectorías en cada una de las materias y podría haber un choque entre las instancias que el proyecto define prioritarias en la propuesta.  Por ejemplo si la rectoría en niñez y adolescencia le corresponde al PANI por qué la Secretaría Técnica se ubicaría en el IMAS, considerando además que la violencia sexual no afecta únicamente a menores en riesgo social, sino de todos los sectores sociales del país, aunque se puedan definir vulnerabilidades según otros elementos, en cuyo caso no solamente incluyen la condición socioeconómica, si no otros factores como la condición de género, la condición física, la diversidad sexual, entre otros.
6. Conceptualización.  En lo que respecta a las características propias del abuso sexual se detallan elementos que refieren a la relación de poder que se establece entre la persona que perpetúa la violencia y la persona víctima.  Sin embargo en esta definición no se consideran características que deberían ser ejes transversales como serían las condiciones de poder, como la condición de género y los sistemas de poder relacionados con condiciones de  diversidad sexual, condición física, entre otras formas de discriminación.  Así mismo, considerar los diferentes sistemas de poder que pueden generar espacios de vulnerabilidad para la violencia sexual.
7. Se debe considerar que el proyecto de ley propone la creación de un sistema de atención y acción institucional, sin embargo debe considerarse que ya han existido sistemas inter-institucionales que a nivel nacional han trabajado estas temáticas, como sería el Sistema Nacional de Atención de la Violencia contra las mujeres, entre otros.  Un proyecto de ley debe reconocer y analizar los procedimientos y coordinaciones existentes.
Sobre la creación del Comité Interinstitucional
8. Competencias e integración del Comité. El proyecto de Ley se refieren principalmente a un abordaje técnico-profesional, como órgano consultivo sobre la realidad nacional de la atención y prevención de la violencia sexual que sufren las personas menores de edad; llama la atención que la composición de este comité está definida por representantes de alto nivel político.   
En la práctica no sería real que representantes de este nivel se encargaran de acciones muy técnicas como la de llevar las estadísticas nacionales sobre la violencia sexual contra los menores; ellos deberían solamente ser los que generen las directrices institucionales a partir de las estadísticas que se les suministren.
9. Para remediar lo anterior podría pensarse en dos instancias:  Una instancias más política que puede ser la que ejerza el control y coordinación interinstitucional y que esté encargada de la definición de políticas y acciones.  Esta instancia sería la compuesta por el grupo de instancias propuestas en el proyecto de ley, de manera que tengan el poder necesario para hacer posible los cambios en la institucionalidad implicada en este ámbito de acción.
10. Sin embargo las acciones que se dirijan a este nivel de decisión política, así como la consulta técnica, el análisis de la atención y prevención, la definición de estrategias nacionales; debería definirse en una instancia separada que sería más bien la que de los insumos a la instancia política.  Sería comité o instancia intermedia con representantes institucionales que tengan  un perfil técnico profesional muy especializado en la temática y en donde participen también organizaciones diversas de la sociedad civil.
Esta instancia técnica debería crear los mecanismos de seguimiento, y evaluación de la figura propuesta posteriormente como “entes territoriales”






Sobre la creación de “entes territoriales”
11. Según las observaciones anteriores la propuesta de entes territoriales sería como los sistemas de atención más locales, habría que definir claramente la representación de las instancias locales mínimas que deberían tener estos comités, así como las competencias de los mismos.
Sobre las funciones del Comité
12. Según las observaciones anteriores, las funciones que propone el proyecto de ley debería dividirse entre las acciones más de índole político de aquellas de índole técnico.
Sobre la  Secretaría técnica permanente
13. Una Secretaría Técnica ubicada en una sola institución debería encargarse de aspectos administrativos y logísticos para el seguimiento de las otras instancias del sistema que proponga finalmente  el proyecto de ley.
Algunas de las funciones que se asignan en este proyecto a la secretaría técnica deberían estar en la propuesta de instancia intermedia ya que deberían ser abordadas desde una perspectiva inter-institucional y con capacidades técnicas de todos los sectores, tal es el caso de las evaluaciones periódicas a los sistemas de atención y prevención; los monitoreo al cumplimiento de la ley, entre otras.
Sobre la materia preventiva
14. Todo lo que es materia preventiva a nivel de medios de comunicación y sistemas de divulgación, a nivel de las áreas competentes en Salud, como en educación deberían estar en un solo apartado, para dar una mayor coherencia interna a la propuesta, que esté separada del área de atención.
Sobre el área de atención
15. El apartado sobre atención integral en salud se considera muy completo
Sobre el protocolo de diagnóstico
16. Para este protocolo que puede elaborar el PANI debería establecerse un mecanismo consultivo inter-institucional que lo revise y que sea aprobado por las instancias técnicas y políticas definidas en esta propuesta.
Sobre Instituciones y establecimientos de protección
17.   Se considera muy pertinente la propuesta en este apartado
Sobre los Recursos
18. Será un sistema de recursos tan centralizado el idóneo para abordar esta temática o debería establecerse una asignación especial a todas las instancias gubernamentales que sean parte del proceso preventivo y de atención integral a la temática?  Esto por supuesto considerando recursos específicos”.

5. El Consejo Institucional, después de analizar ambos criterios técnicos, considera que existen  razones de peso para no apoyar el  citado Proyecto, no obstante, considera oportuno remitir ambos criterios a la Comisión Permanente Especial de Juventud, Niñez y Adolescencia de la Asamblea Legislativa,  con el propósito de que sean considerados.  








ACUERDA: 

a. Pronunciarse en contra del Proyecto de “Ley Prevención de la violencia sexual contra los niños, niñas y adolescentes abusados sexualmente”, Expediente Legislativo No. 17.836, con base en los criterios técnicos supra citados.

b. Instar a la Comisión de Permanente Especial de Juventud, Niñez y Adolescencia de la Asamblea Legislativa que analice y considere las observaciones emanadas por los entes técnicos de nuestra Institución; citados en los considerandos 3 y 4, de este acuerdo.

c. Reiterar a la Comisión de Permanente Especial de Juventud, Niñez y Adolescencia de la Asamblea Legislativa, que nuestra institución, pone a disposición la asesoría técnica, si lo consideran necesario, con el propósito de fortalecer el Proyecto de Ley.

d. Comunicar. ACUERDO FIRME
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